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El presente informe contiene los principales actuados con respecto a dos expedientes: Civil con 
número de expediente 1999-14594-0-100-J-CI-45 y Constitucional con número de expediente 
01777-2004-0; los cuales están desarrollados a través de un análisis académico sin fines 
netamente académicos. 
 
El expediente civil, en el caso materia de análisis se tiene que Martha Haruyo Hayashida Martinez 
y Hector Ungaro del Aguila interponen demanda de proceso de ejecución contra Enterprises & 
Development SRLTDA por incumplimiento del pago contenido en el testimonio de escritura pública 
de compraventa donde se pactó el precio total del bien por US$ 50.000.00 dólares americanos en 
dos partes, en la que la segunda parte quedo impaga y es donde los vendedores deciden 
demandar una obligación de dar suma de dinero en vía ejecutiva presentando como título ejecutivo 
dicha escritura pública con la finalidad de que les paguen lo adeudado más los intereses 
moratorios pactados. Ante ello el órgano jurisdiccional en primera instancia declara admitida y 
fundada la demanda sin que se haya presentado contradicción por parte del ejecutado. Sin 
embargo la resolución de la sala revoca la sentencia apelada y declarando improcedente la 
demanda, la cual es materia de análisis y controversia en el presente informe, estableciendo que 
el presente proceso debe de llevarse en otra vía más lata no siendo ejecutable dicha obligación 
puesta a cobro debido a que la obligación no es liquidable mediante operación aritmética y no 
siendo factible la deducción de los pagos efectuados que se consignan en la liquidación al ser un 
documento emitido unilateralmente no produciendo certeza de la veracidad de los montos. 
 
Y en cuanto al expediente constitucional, en el presente caso se tiene que el señor Alejandro 
Octavio Cabrera Suasnabar interpuso demanda de amparo contra el SPP AFP-UNION VIDA y 
contra la SBS, al considerar que se estaba vulnerando sus derechos fundamentales de libertad de 
contratar, igualdad ante la ley, acceso a la pensión ya que se le impedía poder desafiliarse de la 
AFP-UNION VIDA. Ante ello, el Órgano Jurisdiccional en sus dos instancias tuvo resoluciones 
contradictorias, pues en primera instancia se declaró infundada la demanda y posteriormente en 
sala se declaró improcedente. Sin embargo, la resolución más importante y que merece un análisis 
pormenorizado es la resolución emitida por el máximo intérprete de la constitución que 
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amparando el derecho al acceso a las prestaciones pensionarias declaró fundada la demanda y 
ordenó se inicien los trámites de desafiliación. 
 
En efecto, en el expediente civil existe sentencias contradictorias entre el juzgado civil y la sala 
civil superior denotando una clara contradicción donde finalmente estoy a favor de la sentencia de 
primera instancia , y en el expediente constitucional también existen sentencias contradictorias 





El objeto del presente Informe Jurídico es identificar los aspectos medulares de cada expediente, 
recopilando la jurisprudencia y doctrina relacionada a la materia tratada en ambos, con la finalidad 
de formular preguntas, crear una discusión sobre ellas y finalmente emitir conclusiones y 
recomendaciones con la finalidad de darles una posible solución. 
 
Se analizó los pronunciamientos de los señores Jueces, tanto de primera como de segunda 
instancia, extrayendo la esencia del sustento de sus decisiones; así como los argumentos 
esgrimidos por todas las partes procesales, tanto en el expediente civil, como en el expediente 
constitucional. 
 
El citado proceso Civil en análisis mereció inicialmente una sentencia ejecutoria, imponiéndose las 
consecuencias legales respectivas: como el embargo hasta que se pague lo adeudado a la fecha. 
Habiéndose apelado por el ejecutado, la Superior Sala Civil revocó la sentencia de primera 
instancia y declara infundada la demanda , por no haberse cumplido con el requisito de liquidez lo 
cual generaba incerteza en el titulo ejecutivo por lo tanto tenía que ser llevado por otra vía más 
lata donde haya una etapa probatoria más extensa. 
Mientras que en el expediente Constitucional sobre Acción de Amparo, fue dirigido contra la SBS 
Y AFP Union Vida quienes de alguna manera vulneraron el derecho a las prestaciones 
pensionarias lo cuales guardan una estrecha relación con los derechos fundamentales del derecho 
a la vida y a la dignidad humana en el cual el tribunal constitucional como supremo interprete de 
la constitución emite sentencia a favor del demandante ejerciendo la supremacía de la constitución 
el control difuso. 
El Informe Jurídico se encuentra divido en dos capítulos correspondientes al expediente civil y el 
expediente constitucional. En cada uno de ellos se examinó los hechos que los motivaron, 
adjuntándose fotocopias de los principales actuados: en el primero, lo relacionado a las etapas del 
proceso civil, los medios probatorios presentados por el ejecutante y las sentencias de primera y 
segunda instancia; en el segundo la demanda con sus respectivos anexos y las sentencias 
emitidas tanto por el Juzgado como por la Sala Civil. De igual modo, en ambos casos se consignó 
la normatividad utilizada por las partes y los magistrados, la jurisprudencia y doctrina relativa a la 
materia tratada y finalmente se formularon problemas principales y 








1.1. Síntesis de la Demanda 
 
El 28 de abril de 1999, Héctor Ungaro del Aguila y Martha Haruyo Hayashida Martínez 
interpusieron demanda de obligación de dar suma de dinero contra la empresa Enterprises 
& Development S.R.LTDA, a fin de que cumplan con pagarles la suma de US$ 16,659.97 
dólares americanos, que correspondía al saldo del precio de la compraventa de la Oficina 
N° 401, sito en la Av. Salaverry N° 2409, distrito de San Isidro, celebrada por Escritura 
Pública de fecha 21 de julio de 1997, más el 3% de interés mensual acumulable pactado que 
se continuaba devengando hasta el cumplimiento real y efectivo de la obligación 
demandada; y, gastos, costas y costos del proceso. 
1.1.1. Fundamentos de hecho: 
 Manifestaron que con fecha 21 de julio de 1997, la empresa ejecutada suscribió con 
los ejecutantes la Escritura Pública de compraventa por la Oficina N° 401, ubicada en 
la Av. Salaverry N° 2409, San Isidro, por la suma de US$ 50,000.00, acordando las 
partes que el pago se efectuaría con una cuota inicial de US$ 20,000.00; y, el saldo de 
US$ 30,000.00 se cancelaría antes del 30 de diciembre de 1997. 
 Que, la empresa ejecutada efectuó pagos parciales en los meses de septiembre y 
diciembre de 1997, febrero y abril de 1998; fecha en la que suspendió el pago de sus 
obligaciones para con los ejecutantes, en virtud de lo cual se encontraba adeudando 
a la fecha la suma de US$ 16,659.97 por concepto de saldo de precio; y, en estricta 
aplicación de la cláusula tercera de la escritura pública de compraventa de fecha 21 
de julio de 1997. 
 Que, a pesar del tiempo transcurrido desde el último pago efectuado por la empresa 
ejecutada, el 03 de abril de 1998, ésta incumplió con el pago del saldo del precio 
materia de la presente acción, por lo que, en salvaguarda de sus derechos, le cursaron 
carta notarial de fecha 29 de enero de 1999. 
 Ante el reiterado silencio de la empresa ejecutada, nuevamente se le cursó carta 
notarial, conminándolo al cumplimiento del pago del saldo de precio de US$ 16,659.97 
más US$ 900.00 por concepto de servicios comunes, dándoles el plazo hasta el 15 de 
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abril de ese año a fin que cumplan con cancelar las sumas adeudadas, sin embargo, 
pese a requerimientos verbales y escritos, no se había honrado. 
Medios probatorios: 
 
 El mérito del Testimonio de Escritura Pública de compraventa de fecha 21 de julio 
de 1997, por la compraventa de la oficina mencionada. 
 La carta notarial de fecha 29 de enero de 1999. 
 
 La carta notarial de fecha 05 de abril de 1999. 
 
 El mérito de la pericia contable de parte, respecto del saldo del precio pendiente de 
pago. 



















































1.2. Síntesis de la contradicción al mandato ejecutivo 
Con Resolución N° 09, de fecha 08 de septiembre de 1999, se tuvo por bien notificado al 
ejecutado Enterprises & Development Sociedad de Responsabilidad Limitada, sin que haya 
presentado escrito de contradicción. 
 





En el presente proceso no es posible identificar las concordancias entre los hechos 




En el presente proceso no es posible identificar las contradicciones entre los hechos 
afirmados por los ejecutantes y el ejecutado por cuanto éste último no formuló 
contradicción. 
1.4. Síntesis de auto de saneamiento 
 
Atendiendo a que en este proceso se notificó a la empresa ejecutada sin que ésta cumpliera 
con formular contradicción al mandato ejecutivo, se procedió a emitir la sentencia 
correspondiente, al amparo de lo dispuesto en el Artículo 701° del Código Procesal Civil. 
 
1.5. Órganos jurisdiccionales 
 
1.5.1. Sentencia de Primera Instancia: 
 
Con Resolución N° 10, de fecha 19 de octubre de 1999, el Cuadragésimo Quinto 
Juzgado Civil de Lima emitió sentencia de primera instancia con el que declaró fundada 
la demanda; en consecuencia, ordenó llevar adelante la ejecución hasta que el 
ejecutado Enterprises & Development S.R.LTDA cumpla con pagar a los ejecutantes 
Hector Ungaro del Aguila y Martha Haruyo Hayashida Martínez la suma de US$ 
16,659.97 dólares americanos, más el 3% de interés mensual acumulable pactado, 
gastos, costas y costos del proceso. 
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El juez de primera instancia fundamentó su decisión en que el ejecutado no había 
ejercido su derecho de contradicción dentro del plazo y la forma prevista en la ley, pese 
a estar debidamente notificado. 
 












1.5.2. Sentencia de la Sala Superior- Segunda Instancia: 
 
La Sala Civil Corporativa Sub Especialidad en Procesos Ejecutivos y Cautelares emitió 
sentencia de segunda instancia el 24 de enero de 2000,revocando la sentencia venida 
en grado y reformándola, declararon improcedente la demanda interpuesta. 
 
En este supuesto, la Sala Superior consideró que el Testimonio de Escritura Pública 
no resultaba tener mérito ejecutivo, en este sentido la obligación reclamada no era 
liquidable mediante operación aritmética del tenor del citado instrumento, no siendo 
factible la deducción de los pagos efectuados que se consignan en dicha liquidación 
al ser la misma un documento emitido unilateralmente, no produciendo certeza 
respecto de la veracidad de los montos que en ella se consigna, debiendo por ende 
reclamarse el pago de la suma puesta a cobro en un proceso más lato en el que se 
pueda discutir el origen de la citada obligación, no resultando la vía ejecutiva la idónea 
para dicho cobro. 
 


























1.6.1. Problema Principal 
 
De acuerdo a lo sucedido en el interior del proceso, surge la siguiente interrogante: 
 
-¿Tiene mérito ejecutivo el testimonio de escritura pública de compraventa presentado 
por el ejecutante? 
 
1.6.2. Problemas Secundario: 
 
-¿Puede el juez de oficio cuestionar la eficacia del título ejecutivo, es decir, sin que el 
ejecutado haya formulado contradicción? 
1.7. Elementos jurídicos necesarios para el estudio del caso 
 
1.71. Norma material y procesal invocada por la parte ejecutante: 
 
-Artículo 1220 del código civil, donde se establece la definición de cuando se tiene 
por efectuado el pago, utilizado por el ejecutante para señalar cuando se da por 
realizado el pago debido al incumplimiento íntegro del pago pactado. 
 
-Artículo 1229 del código civil, que define cuando la carga de prueba de demostrar 
que se ha efectuado el pago recae sobre quien pretende haberlo efectuado, norma 
que se usa para aludir al ejecutado en caso se contradiga la demanda sobre obligación 
de dar suma de dinero. 
 
-Artículo 1242 del código civil, se define el pago de intereses moratorios y 
compensatorios. Norma que el ejecutante expresa para que se le pague la 
contraprestación por el uso del bien materia de relación contractual y asimismo el pago 
de indemnizar la mora en el pago. 
 
-Artículo 1245 del código civil, se refiere al interés legal en caso no se haya pactado 
la tasa, norma que según el ejecutante señala, cuando en realidad si se había pactado 
la tasa del interés. 
 
-Artículo 1351 del código civil, articulo que define el contrato como acuerdo de dos 
o más partes para crear, regular, modificar, o extinguir una relación jurídica patrimonial, 
norma que alude a la escritura pública. 
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-Artículo 1354 del código civil, en cuanto se señala que las partes pueden determinar 
libremente el contenido del contrato en cuanto no contravenga las norma legal de 
carácter imperativo, refiriéndose al contenido del testimonio de la escritura pública de 
compra-venta que era la de pagar el íntegro del precio en determinado plazo pactado 
por ambas partes. 
 
-Artículo 1356 del código civil, hace referencia al carácter supletorio de las normas 
sobre contratos, es decir, prima lo establecido por las partes en el contrato, salvo que 
sean imperativas, norma que se cita con la finalidad de establecer la validez de la 
escritura pública asimismo su exigencia y eficacia. 
 
-Artículo 1361 del código civil, señala la obligatoriedad del cumplimiento de los 
contratos debido a que es el acuerdo de dos o más partes, donde se exige la obligación 
de pagar lo adeudado ya que el ejecutado manifestó su voluntad en su momento por 
lo tanto se encuentra obligado a cumplir con lo pactado y establecido en la escritura 
pública. 
 
-Artículo 1529 del código civil, se establece la definición del contrato de compraventa 
donde el vendedor se obliga a transferir un bien y el comprador a pagar su precio en 
dinero, que según el ejecutante ha cumplido con entregar el bien pero que el ejecutado 
no ha pagado la suma de dinero pactada. 
 
-Artículo 1558 del código civil, norma que establece la obligación de parte del 
comprador de pagar el valor del bien en los términos pactados, norma que se cita para 
determinar cuándo, cómo y dónde se debió pagar la suma pactado del bien. 
 
-Artículo 688 del código procesal civil, articulo que enumera cuales son los títulos 
ejecutivo a los que la ley confiere como tal por tanto tramitarlos vía ejecutiva, que en 
el presente proceso haciendo atribución del testimonio de escritura pública la cual se 
pretende ejecutar. 
 
-Artículo 693 del código procesal civil, donde la ley confiere para el presente caso 
mérito de título ejecutivo al testimonio de escritura pública la cual se puede promover 
vía proceso de ejecución. 
 
-Artículo 695 del código procesal civil, se refiere a la tramitación que se le dará a la 
demanda con título ejecutivo de una obligación de dar suma de dinero, con la finalidad 
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de que el ejecutado tramite su demanda vía ejecutiva conforme lo estable dicho 
artículo. 
 
1.7.2. Norma material y procesal aplicada en la sentencia de primera instancia: 
 
-Artículo 701 del código procesal civil, norma que da facultad al juez de emitir 
sentencia si no se ha formulado contradicción declarando fundada la demanda y 
ordenando llevar adelante la ejecución. 
 
-Artículo 693 inciso 7 del código procesal civil, articulo que enumera los títulos 
ejecutivos que confiere la ley como tal y en este caso el testimonio de escritura pública 
más específicamente en una escritura pública de compraventa celebrada entre las 
partes. 
 
-Artículo 1219 inciso 1 del código civil, donde la ley autoriza al acreedor emplear 
las medidas legales correspondientes para que el deudor cumpla a lo que esta 
obligado materializada en la sentencia que ordena llevar adelante la ejecución hasta 
que el ejecutado cumpla con pagar al ejecutado. 
 
1.7.3. Norma procesal invocada por la parte ejecutada en la apelación: 
 
-Artículo 364 del código procesal civil, donde se establece el objeto de la apelación, 
y el ejecutado señala que la sentencia que declara fundada la demanda le produce un 
agravio con el propósito de que esta sea anulada o revocada, total o parcialmente la 
cual es revisada por el superior quien determinara si hubo o no irregularidades en la 
tramitación del proceso. 
 
-Artículo 365 del código procesal civil, haciendo referencia a la procedencia de la 
apelación que en este caso calzaría en el inciso 1, donde señala que procede contra 
sentencias. 
 
-Artículo 382 del código procesal civil, se señala que el las consecuencias del 
recurso de casación es de nulidad solo si se encuentra vicios en la formalidad de la 
resolución impugnada, que es lo que el ejecutado pretende ya que señala que se le 
vulnero su derecho al debido proceso, es decir los que no hubo requisitos mínimos 
para obtener un juicio justo. 
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-Artículo 691 del código procesal civil, donde se establece el plazo para interponer 
apelación ,en este caso contra la sentencia emitida por el juzgado, y se da con efecto 
suspensivo a efectos de que el superior se pronuncie sobre la admisibilidad de esta, 
asimismo sobre el fondo. 
 
-Artículo 155 del código procesal civil, norma que establece el objeto de la 
notificaciones que tiene por finalidad poner en conocimiento a los interesados y que 
las resoluciones judiciales producen efectos a partir de que esta se haya concretado, 
donde el ejecutado nunca fue notificado y pretende que se deje sin efecto la sentencia 
que declara fundada la demanda. 
 
-Artículo 156 del código procesal civil, indica que la notificación de las resoluciones 
judiciales en todas las instancias se realizan por cedula, donde se refiere que el 
notificador debe entregar la notificación al ejecutado, en esta caso, a efectos de que 
este tome conocimiento y pueda ejercer su derecho a la defensa, derecho que no hubo 
por parte del ejecutado vulnerando su derecho constitucional. 
 
1.7.4. Norma procesal aplicada en la sentencia de la Sala Superior- Segunda 
Instancia: 
 
-Artículo 689 del código procesal civil, donde el mencionado artículo establece 
que “procede la ejecución cuando la obligación contenida en el título es cierta, 
expresa y exigible, además señala que cuando la obligación se trata de dar suma de 
dinero debe ser además liquida o liquidable mediante operación aritmética”. 
 
Para el caso en concreto, el testimonio de escritura pública no resulta tener mérito de 
título ejecutivo en cuanto la obligación contenida no es liquidable mediante operación 
aritmética , además de ello no se puede deducir los pagos efectuados que se 
consignan en la liquidación presentada , la cual también carece de certeza, 
finalmente no siendo la vía idónea para poner a cobro la deuda incoada por el 
demandante y que por la misma razón se revocó la sentencia de primera instancia 
declarando improcedente la demanda interpuesta. 
 
1.8. Doctrina relacionada a la materia tratada: 
 
1.8.1. Requisito del proceso de ejecución: el título 
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Con respecto a la procedencia del título ejecutivo. Ledesma (2014) afirma que: 
 
“Solo se puede promover ejecución en virtud de los títulos ejecutivos y de otros que 
la Ley les dé merito ejecutivo. (…) en el título se encuentra expresamente 
determinado la obligación o deber de prestación, cuyo cumplimiento puede exigirse 
de una persona (deudor o ejecutado) a favor de otra” (p.286). 
 
Si se considera a los procesos de ejecución, como aquel que busca hacer efectivo 
el derecho que se desprende de un documento que tiene mérito ejecutivo, entonces, 
de conformidad al Artículo 688° del Código Procesal Civil, solo se puede promover 
un proceso de ejecución en virtud de títulos ejecutivos, sea de naturaleza judicial o 
extrajudicial. 
 
1.8.2. Condiciones del título de ejecución: 
 
En cuanto a los requisitos sustanciales de la obligación contenida en el título ejecutivo. 
Altez (2014) nos explica: 
 
“La obligación es: 
 
 Cierta: Cuando su objeto (prestación) de la obligación como la participación de los 
sujetos (acreedor y deudor) están señalados en el título. 
 Expresa: Cuando aparece así (sin discusión) en el título y, no es resultado 
de una presunción legal o de la interpretación de algún precepto normativo. 
 Exigible: Cuando la obligación en el título no está sometida a alguna 
modalidad (plazo o condición) o a alguna contraprestación. Por tanto, será exigible, 
por razón de tiempo, lugar y modo. 
 Líquida: Es una exigencia solo aplicable a las obligaciones dinerarias y 
aparece cuando el monto es claro y concreto. Y será liquidable cuando gracias a 
una operación aritmética se puede obtener el monto exacto. Asimismo, si en caso 
una parte de la obligación sea líquida y otra liquidable, entendemos que se deberá 
tener en cuenta el artículo 697 del CPC, esto es, se tendrá que demandar por ser 
líquida” (p.15-16). 
 
De acuerdo a lo ya sostenido por los autores citados, se tiene que para iniciar un 
proceso ejecutivo no basta con adjuntar el título ejecutivo para iniciar dicho proceso, 
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sino que el título ejecutivo debe estar conformado por requisitos indispensables, 
tales como los establecidos en el Artículo 689° del Código Procesal Civil. 
 
En este sentido, una obligación es cierta cuando del mismo título ejecutivo se puede 
conocer quiénes son los sujetos de la obligación y su objeto; mientras que es 
expresa cuando del mismo título se desprende los sujetos y la obligación en sí, en 
tanto que será exigible cuando la obligación contenida en el título no se encuentre 
sujeta a plazo o condición alguna. 
 
1.8.3. Improcedencia de la demanda ejecutiva por inobservancia de los requisitos del 
título de ejecución: 
 
Los requisitos del título ejecutivo deben ser observadas de lo contrario serán 
rechazados de plano en vía ejecutiva. Valverde nos dice que: 
 
“Los requisitos comunes regulados por el artículo 689 del CPC, aplicables a todos 
los títulos ejecutivos, son de procedibilidad y no de admisibilidad de la demanda 
ejecutiva, razón por la cual si es que el título ejecutivo presentado a ejecución no 
cumple con las exigencias de la certeza, expresividad y exigibilidad, y en su caso 
de la liquidez, simple y llanamente debe ser rechazada de plano por improcedente” 
(2013:216) 
 
Para que un documento tenga mérito ejecutivo se hace necesario que la obligación 
contenida en el mismo esté caracterizada de ciertas condiciones ya mencionadas: 
cierta, expresa, exigible y liquidable cuando sea de suma de dinero. 
 
En este sentido, estos requisitos son necesarios que concurran en todo título 
ejecutivo, debiendo de reconocer, como lo hace el autor de la referencia, que los 
mismos son de procedibilidad, por lo que, si el órgano jurisdiccional verifica su 
ausencia, debe declarar la improcedencia de demanda como así ocurrió en este 
proceso. 
 
1.8.4. Título ejecutivo: 
 
El titulo ejecutivo es el requisito fundamental para iniciar un proceso de ejecución. 
Sevilla establece que: 
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“El título ejecutivo es aquel documento que contiene una obligación (acto jurídico), 
siendo que la misma debe ser cierta, expresa y exigible para poder despachar 
ejecución, es el medio para poder dar inicio al proceso de ejecución, siendo que 
estos títulos pueden ser judiciales (como la sentencia condenatoria) y 
extrajudiciales (como los títulos valores), y solo tienen esta cualidad los documentos 
expresamente señalados por ley y no otros” (2013:223) 
 
Como el autor de la referencia lo señala, el título con mérito ejecutivo será aquel 
documento que contiene una obligación con las siguientes características: expresa, 
exigible y cierta, además de líquida o liquidable tratándose de una obligación de dar 
suma de dinero. 
 
De esta manera, aquella obligación insatisfecha contenida en un título, podrá ser 
solicitado judicialmente, postulándose a un proceso especial denominado “Proceso 
Único de Ejecución”. Se debe precisar que dicho título podrá ser de naturaleza 
judicial o extrajudicial, no debiendo hacerse distinción entre ellas puesto que ambas 
serán lo que motiva el inicio de este proceso. 
 
1.8.5. Acción ejecutoria: 
 
El inicio del proceso de ejecución siempre va a nacer a partir de una acreencia 
insatisfecha. Rioja nos dice que: 
 
“La acción ejecutoria surge como consecuencia del incumplimiento de una sentencia 
o de un título al cual la ley le concede tal carácter, constituyendo la misma la 
manifestación del principio de tutela jurisdiccional efectiva, la misma que será 
realmente efectiva cuando se ejecute la decisión del órgano jurisdiccional” (2014:1210) 
 
El derecho insatisfecho contenido en un título sea de naturaleza judicial o extrajudicial, 
permite que el mismo sea solicitado judicialmente para efectos que sea cumplido por 
su deudor. 
 
En este sentido, en ejercicio del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva regulada en 
el Artículo I del Título Preliminar del Código Procesal interpondrá ante el órgano 
jurisdiccional correspondiente una demanda ejecutiva, siendo la misma, manifestación 
de la acción ejecutoria que contiene el título con mérito ejecutivo. 
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1.8.6. La liquidez de la obligación: 
 
La liquidez de la obligación debe ser fácilmente determinada o determinable por el 
juez. Castro incide en que: 
 
 
“La que resulta comprobada en los documentos mismos por lo tanto determinada, 
además, en el concepto de la doctrina y la jurisprudencia se entiende que una cantidad 
es liquidable cuando, si bien no está específicamente determinado su importe, puede 
llegarse a esa determinación mediante una simple operación aritmética”(1931:16). 
La obligación contenida en el titulo ejecutivo debe ser liquida o liquidable mediante una 
operación en la cual el juez pueda determinar fácilmente lo adeudado por el ejecutado 
a efectos de que el juez pueda dictar mandato ejecutivo ordenando el pago al ejecutado, 
tratándose de un proceso donde se ejecuta el derecho y no siendo factible utilizar otras 
operaciones que entorpezcan o dilaten el proceso ejecutivo de lo contrario se tendrá 
que recurrir a otra vía mas lata para determinar la liquidez de la obligación puesta a 
cobro. 
 
1.9. Jurisprudencia relativa a la materia tratada: 
 
1.9.1. Condiciones del título ejecutivo: 
 
“(…), para que tengan mérito ejecutivo, tienen que reunir las mismas características 
que exige el artículo 689 del Código Procesal Civil, esto es, que el título sea cierto, 
expreso y exigible (…)”. 
 
Casación N° 3998-2014- Piura. El Peruano, 30 de mayo de 2016, p. 78403. 
 
1.9.2. Escritura Pública y Testimonio de Escritura Pública: 
 
“El artículo 688 inciso 10 del Código Procesal Civil considera al testimonio de escritura 
pública como título ejecutivo. En atención a la persona que suscribe el testimonio, 
como es el notario público, conlleva a que sea calificado como documento público, 
generando la presunción de certeza sobre su contenido, salvo prueba en contrario”. 
 
Sexto Pleno Casatorio Civil. Casación N° 2402-20123-Lambayeque. Lima, 03 de 
enero de 2013. 
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1.9.3. Necesidad de título de ejecución en la escritura pública: 
 
“La Sala de mérito no niega el hecho que la escritura pública garantiza una obligación 
futura, sino más bien como se ha indicado en el considerando precedente, dada que 
las obligaciones garantizadas son futuras, para que proceda su ejecución se debe 
adjuntar otro título ejecutivo que contenga la obligación puesta a cobro”. 
 
Casación N° 646-2014-Lima. El Peruano, 01 de febrero de 2016, C. 11va, p. 74329. 
 
1.9.4. Proceso de ejecución: 
 
“Conforme al artículo 688 del Código Procesal Civil los procesos de ejecución se 
promueven en mérito de títulos ejecutivos de naturaleza judicial o extrajudicial, siendo 
que para el caso del proceso sobre Obligación de Dar Suma de Dinero el título lo 
constituye, entre otros, los títulos valores que confieran acción cambiaria, conforme a 
lo previsto en el inciso 4 del artículo 688 del citado Código”. 
 
Casación N° 2928-2016-Ica. Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia 
de la República. Lima, 24 de julio de 2017. 
 
1.9.5. Presupuestos del Título ejecutivo: 
 
“Procede la ejecución cuando la obligación contenida en el título es cierta, expresa y 
exigible”. Una prestación es cierta cuando están perfectamente delimitados en el título 
los sujetos y el objeto de la prestación, aunque sea de manera genérica; es decir, que 
necesariamente tiene que haber un sujeto activo, llamado acreedor, que es la persona 
a cuyo favor se satisface la prestación, denominado también “titular”, porque es quien 
tiene el título para exigir del deudor el comportamiento debido; y un sujeto pasivo de 
la obligación denominado “deudor”, que es la persona que tiene que satisfacer la 
prestación debida, acomodando su conducta a la prestación exigida. Asimismo, es 
expresa cuando la obligación consta de modo indubitable en el título y además se 
puede verificar el objeto de la prestación, esto es, aquello que el deudor debe satisfacer 
a favor del acreedor, sin necesidad de efectuar interpretaciones o recurrir a otros 
instrumentos. Y es exigible cuando la prestación tiene la cualidad que permite que la 
obligación sea reclamable.” 
 
Casación N° 2135-2013 -Cuzco. Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de 
Justicia de la República. Lima, 24 de julio de 2017. 
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1.9.6. Obligaciones a plazo: 
 
“Será expreso cuando en el título se señale, entre otros, inequívocamente un periodo 
de tiempo para que la obligación sea ejecutada por el deudor, por ejemplo en un 
contrato de compraventa, se pueden establecer obligaciones a plazo cuando se señale 
una fecha determinada para la entrega de la cosa vendida y una fecha para que el 
comprador efectúe el pago total de la cosa, o una fecha para el saneamiento del bien, 
de modo que solo el día del plazo establecido expresamente se debe cumplir la 
obligación y por ende, el comprador no puede exigir antes de dicho termino la entrega 
o el saneamiento ni el vendedor exigir el pago del precio, salvo, como dijimos líneas 
arriba, que las partes hayan convenido una cláusula expresa de vencimiento 
anticipado. Esta forma de establecer el plazo es lo que se denomina plazo voluntario 
o convencional…” 
 
Casación N° 158-2014 Lima Norte. Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de 
Justicia de la República. Lima, 03 de julio de 2017. 
1.10. Discusión. 
 
La cuestión en discusión es determinar por qué la escritura pública de compraventa que 
presentaron los ejecutantes Martha Haruyo Hayashida Martínez y Héctor Úngaro del Águila no 
tiene mérito ejecutivo. 
Para ello, se hace necesario destacar el fundamento de los procesos de ejecución en nuestro 
sistema jurídico, a fin de determinar si testimonio de escritura pública presentaron los ejecutantes 
tiene mérito ejecutivo. 
Por ello, es que de acuerdo al Artículo 688° del Código Procesal Civil, solo se puede promover un 
proceso de ejecución en virtud de títulos ejecutivos, sea de naturaleza judicial o extrajudicial. De 
igual manera, 
Así pues Ledesma, Sostiene que “solo se puede promover ejecución en virtud de los títulos 
ejecutivos y de otros que la Ley les dé merito ejecutivo en el título se encuentra expresamente 
determinado la obligación o deber de prestación, cuyo cumplimiento puede exigirse de una 
persona (deudor o ejecutado) a favor de otra (acreedor o ejecutante). Esto implica que en toda 
relación procesal existen dos partes legitimadas para promover la ejecución del título. Parte es el 
dominus litis, quien asume la titularidad de las relaciones procesales, con las cargas y 
obligaciones, con las expectativas y responsabilidades inherentes a su posición.”(2014:286). 
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Conviene tener presente que el proceso ejecutivo era uno de los procesos de ejecución que 
contemplaba el Código Procesal Civil de 1993. El mencionado cuerpo normativo, fue expedido 
clasificando los procesos de ejecución en tres: proceso ejecutivo, proceso de ejecución de 
resoluciones judiciales y proceso de ejecución de garantías. Sin embargo, actualmente los tres 
procesos han sido unificados en uno solo denominado “Proceso Único de Ejecución”, a partir del 
Decreto Legislativo N° 1069, del 28 de junio de 2008. 
 
De acuerdo a lo mencionado en líneas anteriores, solo se puede promover acción ejecutiva en la 
medida que se cuente con un título que tenga mérito ejecutivo, sea de naturaleza judicial o 
extrajudicial. Para ello, el Artículo 688° del Código adjetivo regula expresamente los títulos 
ejecutivos con los que se puede postular a un proceso de ejecución. 
 
Sobre la base de lo mencionado, se debe tener en cuenta que en el presente proceso Héctor 
Ungaro del Aguila y Martha Haruyo Hayashida Martínez interpusieron demanda de obligación de 
dar suma de dinero contra la empresa Enterprises & Development S.R.LTDA, a fin de que cumplan 
con pagarles la suma de US$ 16,659.97 dólares americanos, que correspondía al saldo del precio 
de la compraventa de la Oficina N° 401, sito en la Av. Salaverry N° 2409, distrito de San Isidro, 
celebrado por Escritura Pública de fecha 21 de julio de 1997, más el 3% de interés mensual 
acumulable pactado que se continuaba devengando hasta el cumplimiento real y efectivo de la 
obligación demandada; y, gastos, costas y costos del proceso. 
 
Resulta necesario entonces incidir que los ejecutantes solicitan el pago de una determinada suma 
de dinero, teniendo como título ejecutivo un testimonio de Escritura Pública de compraventa de 
bien inmueble; y de conformidad al Artículo 688° del Código Procesal Civil inciso 10, el testimonio 
de escritura pública, es título de ejecución. Consecuentemente, ¿Tiene mérito ejecutivo el 
testimonio de escritura pública de compraventa presentado por el ejecutante?, asimismo 
respondiendo el problema principal planteado en el presente trabajo. 
 
Pues, para iniciar un proceso ejecutivo no basta con adjuntar el título ejecutivo para iniciar dicho 
proceso, sino que el título ejecutivo debe estar conformado por requisitos indispensables, tales 
como los establecidos en el Artículo 689° del Código Procesal Civil que dispone lo siguiente: 
 
“Procede la ejecución cuando la obligación contenida en el título sea cierta, expresa y exigible. 
Cuando la obligación es de dar suma de dinero, debe ser además, líquida o liquidable mediante 
operación aritmética”. (Casación N° 154-99-Lambayeque. Lima, 25 de junio de 1999, Hinostroza 
Mínguez, Alberto, Proceso de Ejecución, p. 445). 
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En la citada casación, la Corte Suprema ha tenido oportunidad de pronunciarse, sosteniendo que: 
“La escritura pública para constituir título ejecutivo debe contener obligaciones exigibles 
ejecutivamente (pactum exicuttivum), sea de dar, hacer o no hacer, y que haya sido otorgada 
cumpliendo los requisitos señalados en la Ley, en cuanto a la forma y en cuanto al fondo, lo que 
debe ser apreciado por el juzgador de instancia”. 
 
Como se ha establecido en doctrina en el presente caso, podemos concluir que es: 
 
Cierta: Cuando su objeto (prestación) de la obligación como la participación de los sujetos 
(acreedor y deudor) están señalados en el título. 
 
Expresa: Cuando aparece así (sin discusión) en el título y, no es resultado de una presunción legal 
o de la interpretación de algún precepto normativo. 
 
Exigible: Cuando la obligación en el título no está sometida a alguna modalidad (plazo o condición) 
o a alguna contraprestación. Por tanto, será exigible, por razón de tiempo, lugar y modo. 
 
Líquida: Es una exigencia solo aplicable a las obligaciones dinerarias y aparece cuando el monto 
es claro y concreto. Y será liquidable cuando gracias a una operación aritmética se puede obtener 
el monto exacto. Asimismo, si en caso una parte de la obligación sea líquida y otra liquidable, 
entendemos que se deberá tener en cuenta el artículo 697 del CPC, esto es, se tendrá que 
demandar por ser líquida”. (Casación N° 2252-2006-Lima. Publicado en el Diario Oficial El 
Peruano, el 04 de diciembre de 2006. Pág. 18331). 
 
Asimismo, la Corte Suprema se ha pronunciado, sosteniendo que: “Una obligación se considera 
cierta, cuando es conocida como verdadera e indubitable; es expresa cuando manifiesta 
claramente una intención o voluntad; y es exigible, cuando se refiere a una obligación pura, simple 
y si tiene plazo, que éste haya vencido y no esté sujeta a condición”. 
 
Por tanto, se hace necesario que la obligación que se pretende exigir en el proceso esté 
caracterizada por las condiciones antes mencionadas, siendo necesario verificar eso en autos para 
sostener que el documento presentado por los ejecutantes tiene mérito ejecutivo. 
 
Que, si bien de autos se desprende la Escritura Pública de Compraventa de bien inmueble, obrante 
a fojas 3 a 7, del mismo se advierte una transferencia de un determinado bien a cargo de los 
ejecutantes a favor de la empresa ejecutada, quien se obligó al pago de la cantidad de U$ 
50,000.00 dólares americanos; mientras que, lo que se pretende en el presente proceso es el pago 
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de US$ 16,659.97 dólares americanos el cuales el saldo adeudado a la fecha de la interposición 
de la demanda más los intereses pactados en dicho documento. 
 
En este sentido, corresponde verificar la observancia de las condiciones de exigibilidad, cierta, 
expresa y líquida, para sostener que el Testimonio de Escritura Pública de compraventa tiene 
mérito ejecutivo. 
 
Si de acuerdo a sostenido jurisprudencial y doctrinariamente, una obligación es cierta cuando del 
mismo título ejecutivo se puede conocer quiénes son los sujetos de la obligación y su objeto, pues 
del caso de autos se evidencia que Martha Haruyo Hayashida Martínez y Hector Ungaro del Águila 
vendieron a favor de la empresa Enterprises & Development S.R.LTDA un bien inmueble de su 
propiedad. Además, que la obligación de los vendedores era la transferencia del bien; mientras 
que, la obligación de la empresa compradora es el pago del precio de US$ 50,000.00 dólares 
americanos y es liquidable mediante operación aritmética en cuanto se deduce las cuotas pagadas 
determinando el saldo deudor. 
 
Sin embargo, del escrito de demanda se tiene que los ejecutantes no pretenderían el pago de los 
US$ 50,000.00 dólares americanos, constituido por el precio del bien, sino el pago de US$ 
16,659.97 dólares americanos, por concepto de saldo deudor del precio pactado del bien inmueble 
que resulta contener los requisitos sustanciales que exige la norma para que sea considerado 
título ejecutivo. 
 
Será expresa, cuando del mismo título, literalmente, se obtiene los sujetos y la obligación en sí. 
Del caso en concreto se identifican plenamente a los sujetos ejecutantes que están actuando como 
vendedores; mientras que la empresa ejecutada, actuando como parte compradora, 
desprendiéndose que la obligación de los vendedores es la transferencia de un bien inmueble; y, 
de la empresa compradora, el pago de los US$ 50,000.00 dólares americanos porque era el precio 
del bien en el que se pactó el pago de un inicial de US$ 20,000.00 dólares americanos y lo restante 
en un plazo determinado. 
 
Respecto a la exigibilidad de la obligación contenida en el título no se encuentre sujeta a plazo o 
condición alguna; y, del Testimonio de Escritura Pública de compraventa se tiene que la empresa 
ejecutada se obligó al pago del precio antes del 30 de diciembre de 1997. Sin embargo, el 
ejecutado no cumplió con pagar la totalidad del precio pactado en el plazo pactado por lo que la 
obligación requerida por los ejecutantes, es la suma de US$ 16,659.97 dólares americanos el cual 
corresponde al saldo deudor, es exigible puesto que se llega a la conclusión de que se verifican 
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los presupuestos sustanciales para tener mérito de título ejecutivo por lo tanto poder ejecutarlo vía 
proceso de ejecución conforme lo establece el artículo 689 del código procesal civil. 
 
En este orden de ideas, la obligación contenida en el titulo ejecutivo, es decir en la escritura 
publica, presentada por los ejecutantes cumple con las características antes mencionadas, 
correspondiendo que se ejecute en la vía del proceso de ejecución. Además de ello la escritura 
pública es considerado título ejecutivo, Testimonio de Escritura Pública de compraventa que se 
presentó en este proceso el cual es un título con mérito ejecutivo, por cuanto, contiene una 
obligación cierta, exigible y expresa, como se requiere de conformidad al Artículo 689° del Código 
Procesal Civil, haciendo valer su derecho al cobro de dicha suma de dinero insatisfecha vía 
proceso ejecutivo. 
 
Mi posición personal encuentra correspondencia con lo sostenido por los requisitos comunes 
regulados por el artículo 689 del CPC, aplicables a todos los títulos ejecutivos los cuales son de 
procedibilidad y no de admisibilidad de la demanda ejecutiva. 
 
Adicional, se ha establecido ya, que por cantidad liquida la que resulta comprobada en los 
documentos mismos-la liquidación de precio adeudado- por lo tanto determinada, además, en el 
concepto de la doctrina y la jurisprudencia se entiende que una cantidad es liquidable cuando, si 
bien no está específicamente determinado su importe, puede llegarse a esa determinación 
mediante una simple operación aritmética como es en el presente caso por lo que el ejecutante 
presenta una pericia contable de saldo del precio adeudado conforme lo pactado en el testimonio 
de escritura pública. 
 
Ahora bien, en cuanto al monto señalado en la pretensión avocándonos al requisito de líquido o 
liquidable, esta última -liquidable-mediante operación aritmética ,como bien hemos señalado 
líneas arriba que es liquidable cuando mediante una simple operación aritmética, entendiendo, 
que el juez en su restringido conocimiento de cálculos matemáticos lo pueda determinar o hacer 
liquido mediante una operación simple sin que amerite el uso de otros mecanismos o presente 
complejidad que conlleve a otras operaciones no aritméticas, como es en el presente caso siendo 
factible la deducción de pagos efectuados por el ejecutado la misma que pudo ser determinada 
sin ningún problema por el juez de primera instancia el mismo que determinó que efectivamente 
el saldo correspondía a la suma de US$ 16,659.97 dólares americanos, ya que como se logra 
apreciar el ejecutado ha realizado pagos parciales en diferentes fechas y diferentes montos , 
asimismo, el que se pretende hacer efectivo mediante este proceso. 
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Finalmente se puede apreciar en la realidad actual que existe una gran incongruencia de la 
administración de justicia en cuanto a las calificaciones de los títulos ejecutivos no uniformes entre 
los jueces en materia de procesos ejecutivos el cual genera incertidumbre y falta de predictibilidad 
en el ínterin del proceso. 
 
En nuestro caso en concreto, revisamos que tanto en la mandato ejecutivo y en la sentencia 
emitida por el juez admiten y ordenan llevar adelante la ejecución respectivamente, es decir, 
confirmando que efectivamente había un título ejecutivo y este reunía los requisitos para darle tal 
calidad, que expresamente señala el CPC en el artículo 688 y 689 del código adjetivo en 
consecuencia “ejecutando el derecho ya existente” en vía proceso de ejecución y he aquí la 
interrogante de cómo interpretar las facultades del juez de calificar el título ejecutivo sin que haya 
contradicción o en su defecto de que el órgano jurisdiccional oportunamente enmienda su error 
en el auto admisorio o en el mandato ejecutivo sin embargo se aprecia en el presente proceso que 
el juez de sala superior emite un pronunciamiento que no guarda relación con lo expuesto en el 
escrito de apelación presentado por la parte ejecutada, el mismo que estaría vulnerando la tutela 
jurisdiccional efectiva y la naturaleza del recurso de apelación ,en la que el apelante es el que 
debe precisar el error de hecho o derecho sustentando su pretensión impugnatoria, tal como lo 
establece el artículo 366 del código procesal civil. 
 
Podemos decir que nuestro órganos jurisdiccionales no guardan armonía en cuanto a la emisión 
de sus resoluciones ya que cuando la norma establece taxativamente en el artículo 690-F del 
código procesal civil actual incorporado por el D.L. Nº 1069 “Si el título ejecutivo no reúne los 
requisitos formales, el juez de plano denegara la ejecución”, entonces podemos entender que el 
juez de oficio está en la obligación de calificar el título ejecutivo así no haya contradicción u 
oposición al título ejecutivo, es así como algunos jueces que supuestamente califican y hasta 
reexaminan el título antes de dictar sentencia ,y también tenemos a los que simplemente aplican 
el artículo 690-E del código procesal civil en cuanto “Si no se formula contradicción , el juez 
expedirá auto sin más trámite, ordenando llevar adelante la ejecución”, dejando de lado el rol y la 
obligación que tiene el juez de calificar el título ejecutivo, y en el caso en concreto , así no se haya 
formulado contradicción contra el título el juez estaba en la facultad y obligación de calificar dicho 
título como fue en el presente caso emitiendo sentencia con debida fundamentación ,asimismo 
poniendo fin a la primera instancia. 
 
En efecto, podríamos decir el juez tiene dos momentos para examinar el título ejecutivo tanto en 
el mandato ejecutivo como en la sentencia para lo cual en el presente caso el juez decide 
dictaminar que “El testimonio de escritura pública de compra venta se encuentra prevista en el 
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artículo 693 inciso 7 ,por lo tanto constituye título ejecutivo”, y evidentemente el juez de primera 
instancia ha determinado finalmente agotando su instancia emitir sentencia por lo que califico el 
contenido del título ejecutivo y los requisitos para determinar la calidad de título ejecutivo en si, tal 
como la norma lo establece en el artículo 689 del código procesal civil “Procede la ejecución 
cuando la obligación contenida en el título es cierta , expresa y exigible. Cuando la obligación es 
de dar suma de dinero, debe ser, además, liquida o liquidable mediante operación aritmética”, y 
como ya es evidente y materia de discusión en el presente caso, se puede observar que esta 
obligación contiene los requisitos exigidos por ley además es liquidable mediante operación 
aritmética plasmado en la liquidación de precio de saldo de precio adeudado conformada por los 
pagos a cuenta, los intereses y demás gastos pactados contenidos y aceptados en el testimonio 









2.1. Síntesis de la demanda: 
Con fecha 17 de setiembre de 2003, subsanada el 25 de setiembre de 2003, el señor 
Alejandro Octavio Cabrera Suasnabar interpuso demanda de amparo contra el SPP AFP 
UNION VIDA y contra la Entidad supervisora SBS, con la finalidad de que el demandado y 
codemandado dejen sin efecto lo resuelto mediante Oficio Nº13543-2003-SBS de fecha 10 
de julio de 2003 respecto a sus peticiones de Nulidad de Afiliación al SPP contenidas en sus 
solicitudes registradas mediante Nº 13543-PAU ante la demandada y reponiendo las cosas 
al estado anterior a dicha orden se disponga su desafiliación del SPP y se restituya sus 
aportaciones al SNP, al haberse violentado sus derechos de la igualdad ante la ley, libre 
contratación y del principio de la aplicación de lo más favorable al trabajador. 
 
2.1.1. Fundamentos de hecho: 
 
- Que, laboró para la empresa Minera DOU RUN PERÚ mediante el cual aportó al 
Sistema Nacional de Pensiones –Ley19990. 
- Que, incentivado por las facilidades que brindaba el Sistema Privado de Pensiones, 
decidió afiliarse a dicho sistema. 
- Que, ya estando en el SPP de entera que para gozar de la jubilación anticipada en 
dicho sistema se requería contar con una cobertura de 120 aportaciones y una edad 
de 65 años, requisitos que a su avanzada edad le era imposible cumplir; además, el 
Sistema Privado de Pensiones se rehúsa reconocerle las aportaciones que realizó al 
Sistema Nacional. 
- Que, solicitó vía carta notarial de fecha 04 de julio de 2000 su desafiliación a la AFP 
UNIÓN VIDA. Su solicitud se sustentó en el artículo 1365º del Código Civil, quedando 
resuelto de pleno derecho sin embargo no fue respondido en el plazo legal. 
- Que, mediante carta de fecha 14 de agosto de 2000, la AFP UNIÓN VIDA declaró 
improcedente dicha solicitud de desafiliación; en razón a ello, el 12 de mayo de 2003 
interpuso recurso de apelación, el mismo que fue resuelto el 10 de julio de 2003 
mediante Oficio Nº 13543-2003-SBS y en el cual se declaró improcedente su solicitud, 
obligándolo de alguna manera a mantener la relación contractual con dicha AFP. 





































2.2. Síntesis de la contestación de la demanda: 
 
2.2.1. Contestación de AFP Union Vida 
 
Con fecha 29 de octubre de 2003, la demandada se apersonó al proceso asimismo 
contestando la demanda, basándose en los siguientes fundamentos: 
- Que, la demanda devenía en improcedente y contraria a ley, dado que en el fondo 
no buscaba la defensa de un derecho constitucional, sino que con ese proceso 
pretende dejar sin efecto la validez de un contrato de afiliación al SPP; es decir, la 
materia controvertida versa sobre un tema relacionado al ámbito del derecho privado 
contractual. 
- Que, el Tribunal Constitucional a través de sus anteriores pronunciamientos ha 
declarado improcedente las demandas de acción de amparo porque no es la vía idónea 
para reclamar la nulidad de contrato de afiliación al SPP. 
- Que, el demandante decidió afiliarse al SPP, voluntariamente el 1 de setiembre de 
1995 y; con fecha 21 de julio de 2000, el demandante solicito su primera desafiliación 
invocando la causal prevista en el inciso “e” del artículo 51º de la resolución Nº080-98- 
EF/SAFP, modificadas por las resoluciones Nº 185-99-EF/SAFP y SBS-749-2000. En 
ese sentido, mediante comunicado de 14 de agosto de 2000 se le comunicó que su 
solicitud era improcedente en cuanto la primera disposición final y transitoria de la Ley 
Nº 27252 (enero 2000) derogó la norma que permití a los trabajadores mineros solicitar 
la nulidad de su contrato de afiliación al Sistema Privado. 
- Que el 13 de setiembre de 2002, el demandante reiteró su solicitud de desafiliación, 
invocando que su solitud debía adecuarse al Reglamento Operativo aprobado por 
Resolución SBS Nº795-2002, donde se le contestó el 5 de noviembre de 2002, que 
dicha resolución no había establecido nuevos plazos para la presentación de 
solicitudes sino que la misma se aplicaba a aquellas solicitudes presentadas en el 
plazo de ley y que se encontraban pendientes de calificación, situación que no era la 
del demandante. 
- Que, el 15 de noviembre de 2002, el demandante reiteró su pedido, al que se le 
volvió a contestar el 3 de diciembre del mismo año. 
- Que, el demandante presentó ante la SBS su solicitud de desafiliación invocando 
su condición de trabajador minero y que supuestamente cumplía con los requisitos 
previstos en la Ley Nº 25009; sin embargo, dicha entidad le contestó que no había 
presentado la documentación que se establecía como requisito para la presentación 
de reclamos, otorgándosele un plazo para que subsane. 
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- Que, resultaba evidente que el demandante no presentó la documentación 
pertinente por lo que no agotó la vía administrativa, además, de que su pedido 
resultaba improcedente. 
- Que, el demandante no tramitó su derecho a la jubilación anticipada (si es que le 
correspondía, ya que no lo demostró nunca) dentro del SPP. 
- Que, nunca se le vulnero ningún derecho constitucional del demandante, pues si el 
demandante suscribió un contrato de afiliación, entonces ejerció su derecho de libertad 
de contratar; por lo que se le aplicaba las mismas normas que a todos los afiliados, 
entonces tampoco hubo trato discriminatorio. 
- Que, todos los documentos contenidos en la demanda resultan netamente 
controversiales y requieren de una extensa etapa probatoria por lo cual no se puede 
realizar en el proceso de amparo. 
- Que, en el fondo lo que pretende el demandante es sustraerse de la aplicación de 
las normas del SPP e indebidamente retornar al SNP, por lo que su demanda resulta 
improcedente. 
- Que, en el supuesto negado que hubiera habido alguna afectación al acceso a una 
prestación de pensión de jubilación anticipada, la misma habría quedado sin efecto a 
partir de la vigencia de la Ley Nº27617 que también reconoce a favor de los 
trabajadores una jubilación adelantada bajo el SPP en las mismas condiciones y 
requisitos que el SNP. 






























2.2.2. Contestación de la Superintendencia de banca y seguros –SBS: 
 
Que, con fecha 16 de enero de 2004, la demandada (SBS) dedujo excepción de falta 
de agotamiento de la vía administrativa, al establecer que el demandante no culminó 
el procedimiento administrativo que él mismo inició y; contestó la demanda en los de 
la siguiente manera: 
- Que, la demanda resultaba improcedente o alternativamente infundada por cuanto 
la SBS en ningún momento ha violado derechos constitucionales del demandante, 
pues como entidad de control y supervisión de las Empresas Administradoras Privadas 
de Fondos de Pensiones (AFPs) y este no ha efectuado ningún acto administrativo que 
implique la violación de los derechos denunciados. 
- Que, se establece los alcances de la Cuarta Disposición Transitoria de la Ley 26323 
y el primer párrafo del Artículo 5 del Decreto ley Nº 25897 con respecto a la 
reversibilidad al SNP que será de dos años a partir de la fecha de vigencia de la 
presente ley (es decir hasta el 6 de junio de 1996). 
- Que, el plazo como máximo para que el demandante presente su solicitud de 
nulidad de contrato de afiliación al SPP concluyó el 8 de enero de 2000, un día después 
de la publicación de la Ley Nº 27252, que derogó el anterior trámite de las solicitudes 
de nulidad de afiliación al SPP de los trabajadores que hubiesen pertenecido al 
régimen de pensiones de la Ley Nº 25009, es decir, la Ley de Jubilación de los 
Trabajadores Mineros. 
- Que, el Tribunal Constitucional en reiterados pronunciamientos ha declarado 
improcedente las demandas de amparo porque no es la vía para reclamar la nulidad 
de afiliación al SPP. 
- Que, nadie ha vulnerado ninguno de los derechos denunciados por el demandante. 
- Que, el demandante señaló que el SPP le es menos favorable porque al instante 
que suscribió el Contrato de Afiliación tenía derecho adquirido a la pensión de 
jubilación en el SNP, situación que estaba sujeta a acreditación y que no realizó el 
demandante. 
- Que, las únicas causales de nulidad aplicables al caso son las que se refiere la Ley 
Nº 28192. 
- Que, si en caso se declarase fundada la demanda se afectaría la seguridad jurídica 
en cuanto al SPP. 













































- El demandante y las demandadas concuerdan en que el demandante guardo 
vínculo laboral con la empresa Minera DOU RUN PERÚ. 
- Ambas partes concuerdan que el demandante se afilió a la AFP UNIÓN VIDA 
mediante contrato de afiliación. 
- Las demandadas y demandantes concuerdan en que el afiliado solicitó su 
desafiliación a la AFP UNIÓN VIDA 
2.3.2. Contradicciones: 
 
- El demandante señala que se le habría violentado sus derechos constitucionales 
tales como el de la igualdad ante la ley, libertad de contratación, a derecho a percibir 
una pensión; sin embargo, las demandadas señalan que no habrían vulnerado ningún 
derecho constitucional pues solo han aplicado la normatividad correspondiente. 
- Las demandadas señalan que el demandante no acreditó pode acceder al derecho 
a la pensión de jubilación anticipada y por su parte el demandante señala que al 
momento de afiliarse a la AFP UNION VIDA ya había obtenido el derecho a la pensión 
reclamada. 
2.4. Órganos jurisdiccionales 
 
2.4.1. Sentencia de Primera Instancia: 
 
Que, con fecha 30 de enero de 2004, el Cuadragésimo juzgado especializado en lo 
civil de Lima, declaró improcedente la excepción deducida por falta de agotamiento de 
la vía administrativa previa e INFUNDADA la demanda presentada. Señaló entre sus 
principales fundamentos: 
- Que, el demandante no acreditó de ninguna manera, que a la fecha de su afiliación 
habría cumplido con los requisitos para poder acceder a una prestación de carácter 
vitalicio en el régimen de pensiones del Decreto Legislativo Nº19990 tal como lo 
establece el inciso “e” del artículo 51º de la Resolución Nº185-99-EF-SFP, como es la 
circunstancia de laborar en lugar altamente tóxico y que padece enfermedad 
profesional; no siendo asimismo posible afirmar que la peticionada declaratoria de 
nulidad opere de pleno derecho toda vez que no se evidencia lesión alguna al orden 
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público vigente y tampoco es pertinente la aplicación del artículo 1365º del Código 
Civil. 
- Que, la circunstancia que no se haya amparado su solicitud de nulidad de afiliación 
no implica afectación al derecho a la libre contratación. 
- Que, el actor en realidad peticiona, bajo el argumento de violación de su derecho a 
la libre contratación, la solicitud al órgano jurisdiccional para que autorice su 
desafiliación del SPP, derecho inexistente en nuestro ordenamiento jurídico vigente. 


















2.4.2. Sentencia de Sala Superior – Segunda Instancia: 
 
Con fecha 25 de mayo de 2005, La sexta Sala Civil de Lima resolvió el recurso de 
apelación, por lo que resolvió REVOCAR la sentencia apelada en cuanto al extremo 
que declara infundada la demanda y reformándola declaró improcedente la demanda 
de acción de amparo. Señaló entre los principales fundamentos: 
- Que, en las acciones de garantía no hay una etapa probatoria limitándose solo a la 
presentación de pruebas contundentes y/o la actuación de las diligencias que el juez 
considere necesario con la única finalidad de determinar la violación de derechos 
constitucionales sin dilatar los términos. 
- Que, el Tribunal Constitucional en jurisprudencia establecida ha declarado que la 
acción de amparo no es la vía para resolver materia controvertidas. 
- Que, si el demandante consideraba que se encontraba comprendido en los 
supuestos para solicitar la nulidad de contrato de afiliación al SPP y tomando en cuenta 
que para tal verificación resultaba necesario la actuación y evaluación de pruebas más 
extensas, el proceso de amparo no resultaba ser la vía idónea para dichos hechos por 
carecer de estación probatoria. 


















2.4.3. Sentencia del Tribunal Constitucional: 
 
Con fecha 11 de mayo de 2007, La Primera Sala del Tribunal Constitucional, al resolver 
de fondo el recurso extraordinario de agravio constitucional, declaró: FUNDADA la 
demanda constitucional de acción de amparo por vulneración del derecho al libre 
acceso a las prestaciones pensionarias y ordena a la SBS y a la AFP el inicio del 
trámite de desafiliación del demandante conforme a los criterios desarrollados en la 
sentencia recaída en el Expediente 07281-2006-PA/TC y finalmente declaró 
IMPROCEDENTE la solicitud de dejar sin efecto, de manera inmediata, el pedido de 
desafiliación por parte del demandante. Señaló como principales argumentos: 
- Que, se ha establecido dos precedentes vinculantes sobre la información y sobre 
las pautas a seguir respecto al procedimiento de desafiliación. 
- Que, se ha brindado una deficiente información al recurrente por parte de la 
empresa UNION VIDA, es decir, información distorsionada. 


































2.5.1. Problema Principal 
 
¿Era procedente la desafiliación reclamada por el demandante, al haberse 
vulnerado los derechos invocados? 
Si bien, en el proceso materia de análisis, se denuncia la vulneración de distintos 
derechos constitucionales, se debe establecer que no se evidencia que todos ellos 
hayan sido vulnerados; pues así tenemos por ejemplo que no se vulneró el derecho 
de contratar. Sin embargo, si se observa la violación al derecho constitucional al libre 
acceso a las prestaciones pensionarias, ellas en razón a que ante la falta y/o errónea 
información de los beneficios que brindaba la AFP UNIÓN VIDA, el demandante 
suscribió el contrato de afiliación, no dejándolo así poder acceder a la pensión a la cual 
podría haber sido merecedor y la misma que tiene estrecha relación con el derecho 
una vida digna. 
2.5.2. Problemas Secundarios 
 
 
¿El proceso de amparo resultaba ser idóneo para resolver la controversia 
planteada? 
 
El amparo, entre otros, es un proceso de urgencia, al cual sólo se debe acudir a él 
cuando la vulneración al derecho invocado es de vital importancia que su demora en 
su resolución puede ocasionar un mayor perjuicio para quien lo invoca. En ese sentido 
como se ha establecido, en el caso materia de análisis, se venía estableciendo que se 
habría vulnerado el derecho fundamental al acceso de las pensiones, el mismo que ya 
ha sido catalogado por el TC como un derecho fundamental y que merece una atención 
prioritaria, más aún si se tiene en cuenta la edad de las personas que reclaman dicho 
derecho y que tiene que ver con su sustento. Por tanto, el proceso de amparo, en el 
presente caso resulta idóneo para resolver la presente materia de protección de 
derechos contenidos en la constitución. 
 
¿Se vulnero el derecho a la libre contratación del demandante? 
 
En el presente caso no se evidencia que se haya vulnerado su derecho a contratar del 
demandante, pues conforme lo expresan las mismas partes, el demandante suscribió 
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de manera voluntaria la afiliación a través de un contrato con la demandada AFP 
UNIÓN VIDA. 
2.6. Elementos jurídicos necesarios para el estudio del caso: 
 
2.6.1. Normas legales 
 
Constitución Política del Perú 
Artículo 1.- Defensa de la persona humana 
Se refiere a que toda persona humana se le debe respeto y el estado esta encargado 
de proteger dicho derecho ante la sociedad. 
 
Derechos Fundamentales de la Persona 
Artículo 2.- Toda persona tiene derecho: Inciso 2 y 14. 
Que se refieren al derecho a la igualdad ante la ley donde nadie debe ser discriminado 
por ninguna causal establecido en la ley y el derecho a contratar siempre y cuando no 
contravengan las normas de orden público. 
 
Artículo 11.- Libre acceso a las prestaciones sobre pensiones y de salud.  
Donde se garantiza estas prestaciones respectivamente y ya sea publica o privada las 
administradores con la finalidad de salvaguardar los derechos conexos de estos como 
es de la vida. 
 
Decreto Ley 19990 
Ley que regula el SNP señalando sus alances y funcionamiento. 
 
 
Ley N° 25009 
Ley que regula el régimen de jubilación anticipada en el SNP señalando los requisitos 
formales para gozar de este beneficio asimismo sus alcances, condiciones y 
excepciones. 
 
Ley N° 27252 
Ley que regula la jubilación anticipada en el SPP donde se establece los requisitos 
para adquiere este beneficio. 
 
Decreto Ley N° 25897 
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Ley que crea las AFPs. 
 
 
LEY Nº 28991 
Ley que establece la libre desafiliación informada, pensiones mínimas y 
complementarias, y régimen especial de jubilación anticipada. 
2.7. Doctrina relacionada a la materia tratada: 
 
2.7.1. La finalidad de los procesos constitucionales 
Castillo Córdova (2009), señala que “la finalidad esencial de los procesos 
constitucionales es una misma el cual es favorecer la efectiva vigencia de la 
Constitución, la cual se manifiesta también asegurando la plena vigencia de las normas 
iusfundamentales. De esta manera, los dos fines esenciales a los que alude el artículo 
I de la Constitución y el segundo sobre la vigencia efectiva de los derechos 
constitucionales que aparece como una concreción del primero ,es decir, el hacer 
prevalecer la constitución“. 
Los seres humanos contamos con un sin número de derechos, los mismos, que en la 
actualidad vienen sufriendo una gran violación. Sin embargo, esta vulneración no es 
nueva, sino que ha existido desde siempre; es por eso, que Estado en su capacidad o 
rol protector, es que debe velar porque se castigue a quien pueda vulnerar estos 
derechos, para ello es que implementó diversos procesos, entre los que se encuentran 
los procesos constitucionales, cuya principal finalidad es velar porque se respeten 
respetados los derechos constitucionalmente reconocidos. 
2.7.2. Acto lesivo 
Eto Cruz (2016) manifiesta que “el acto lesivo puede ser definido como aquella 
conducta ya sea acción u omisión, proveniente de cualquier autoridad, funcionario o 
persona que amenaza o vulnera derechos fundamentales, entonces el acto lesivo 
tiene un contenido material y otro jurídico, que deben ser analizados a la par con la 
única finalidad de lograr una correcta identificación de lo que va a ser denunciado a 
través del proceso de amparo”. 
Al respecto, se debe señalar, que no toda omisión o acción por parte de cualquier 
persona, funcionario o autoridad, constituye un acto lesivo, para que dicha conducta 
sea considerada como tal, debe de vulnerar derechos netamente fundamentales 
contenidos en la Constitución y que merecen protección por parte del Estado. 
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Además de ello se debe considerar que el acto lesivo materia de controversia 
constitucional será determinante establecer las funciones en cuanto el tiempo de 
realización, al modo de afectación , de acuerdo a su reparabilidad , de acuerdo a la 
subsistencia de la lesión, a la evidencia de la lesión , y de acuerdo a su consentimiento, 
las mismas que han sido criterios para determinar la procedencia de una demanda 
de amparo considerando el carácter urgente y que se haya vulnerado directamente el 
derecho constitucional. 
2.7.3. Derecho a la pensión 
 
VASQUEZ FRUTO (2010), señala que "el derecho a la pensión aparece como un 
derecho fundamental por conexidad, es decir que guardan una estrecha relación con 
otros derechos constitucionales tales como los derechos a la vida, la salud el trabajo y 
la asistencia o seguridad social". 
Toda persona, al llegar a su vejez, luego de haber laborado por gran parte de su vida, 
es justo que pueda descansar y vivir dignamente; es por ello, que el Estado como 
protector de la sociedad, debe velar por que así suceda. En ese contexto es que 
aparece el derecho a una pensión, como garantía de protección de las personas 
mayores o aquellas que puedan sufrir una invalidez. 
2.7.4. El Derecho a una Pensión de Jubilación 
Como ya se ha establecido el artículo 11 de nuestra Carta Magna señala que: “El 
Estado garantiza el libre acceso a prestaciones tanto de salud como pensionaria ya 
sea administrada por el estado o por un privado donde el estado es encargada de 
garantizar su correcta efectividad de estas” 
El derecho a la pensión es considerado un derecho social y por lo tanto, es 
esencialmente de carácter prestacional, en el sentido que el Estado debe cumplir 
obligaciones positivas para hacerlo efectivo. Es un derecho cuya afectación puede 
traer consigo el riesgo o afectación de derechos de corte individual, como la vida digna, 
la salud, entre otros. 
Salomé Resurrección sostiene que “El derecho universal y progresivo de toda persona 
a la seguridad social la cual va a garantizar su protección frente a las contingencias 
que precise la ley y para la elevación de su calidad de vida es considerada también un 
derecho fundamental. 
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Al ser un derecho de configuración legal, debe ser igualmente garantizada por el 
estado otorgándole una eficacia tan igual como cualquier otro derecho contenido en la 
constitución taxativamente”. 
2.7.5. El Sistema Nacional de Pensiones (SNP). 
 
CAMPOS TORRES (2010), señala que “En el sistema nacionales de pensiones hay 
un fondo en común mas no propio donde se establecen el tope de pensión y aportación 
mínimo y máximo de pensión que es regulada por una ley especial y administrada por 
la ONP”. 
Mediante este sistema se otorga prestaciones fijas sobre contribuciones realizadas con 
anterioridad, lo que se busca con este sistema es que el trabajador en su vejez pueda 
seguir viviendo adecuada y dignamente. 
2.7.6. Vía previa en materia pensionaria 
SALINAS CRUZ (2012), manifiesta que "como ya se ha expuesto, en materia 
pensionaria el Tribunal Constitucional ha considerado que no se hace necesario exigir 
al afectado que agote la vía previa, en atención a la naturaleza del derecho 
involucrado, pues este tiene que ver con su sobrevivencia debido a su carácter 
alimentario, por ser sustitutiva de la remuneración. La prolongación en el tiempo de su 
satisfacción por agotar la vía previa lo tornaría en irreparable. Así, en aplicación del 
principio de pro actione ha flexibilizado esta exigencia, para que no se torne en un 
trámite inútil o irrazonablemente gravoso”. 
El Código Procesal Constitucional establece la figura del agotamiento de la vía previa, 
sin embargo, ello no puede ser tomado como una regla absoluta, puesto existen 
derechos que merecen ser protegidos de forma inmediata y que esperar el 
agotamiento de dicha vía, podría generar un mayor perjuicio al ya ocasionado, el cual 
podría recaer en irreversible. 
2.8. Jurisprudencia de los Últimos 05 años, relacionada a la materia en el expediente: 
 
2.8.1. Derecho a la pensión 
 
"Conforme a la interpretación de Tribunal Constitucional donde establece que el 
derecho a la pensión es un derecho conexo con otros derechos directamente 
constitucionales el cual la ley le puede otorgar la misma eficacia sin contravenir los 
derechos de los pensionistas sino más bien darle una mejor interpretación y así 
fortalecerlo en nuestro ordenamiento jurídico". 
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EXP. N.° 07357-2013-PA/TC LIMA 
Lima, 16 de setiembre de 2014 
Pleno del Tribunal Constitucional 
 
 
2.8.2. Dignidad de los pensionistas 
 
"El derecho fundamental a la pensión guarda una relación directa con el derecho a la 
dignidad, en esta caso con respecto los pensionistas que todos como personas 
gozaremos por igual sin pisotear algún otro derecho o más aun suponer un derecho 
privilegiado”. 
 
EXP. N.° 02214-2014-PA/TC LAMBAYEQUE 




2.8.3. Protección al Derecho de Amparo 
 
“En precedente vinculante se señala el derecho a no ser privado arbitrariamente de la 
pensión constituye un elemento del contenido esencial del derecho a la pensión el cual 
se puede denunciar y proteger a través del proceso de amparo” 
 
EXP. N° 04444-2014-PA/TC 
Lima, 12 de diciembre de 2017 




2.8.4. Información distorsionada por parte de la AFP 
 
“Se refiere a la deficiente y errónea información por parte de los promotores de la AFP 
(distorsionada información) por lo que las demandas de este tipo deben ser declaradas 
fundadas, lo cual no implica la desafiliación automática del demandante, sino el inicio 
del trámite de su desafiliación ante la propia AFP, de donde se suscribió el contrato y 
la SBS y en cuanto al pedido de desafiliación automática debe ser declarado 
improcedente ya que carece de protección vía de amparo. 
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EXP. N° 08652-2006-PI/TC -JUNIN 
Lima, 11 de mayo de 2007 




2.8.5. Amparo: Inicio del procedimiento, no la desafiliación 
 
“Solo será viable el proceso de amparo en los casos de rechazo de desafiliación 
mediante una actuación arbitraria por parte de la Administración, ya sea SBS o la 
empresa administradora de fondos de pensiones y que toda persona no está facultada 
para acudir directamente a la vía del amparo para lograr la desafiliación, porque la 
jurisprudencia que el Tribunal Constitucional ha emitido solo se ciñe a exigir el inicio 
del procedimiento mas no a ordenar la desafiliación inmediata o automática mediante 
vía de amparo”. 
 
EXP. N° 00580-2017-PA/TC LA LIBERTAD 
Lima, 19 de noviembre de 2018 





En el expediente materia de análisis se tiene que el señor Alejandro Octavio Cabrera 
Suasnabar, interpuso demanda de amparo contra la AFP UNION VIDA y la SBS, porque 
consideraba que se le había vulnerado su derecho a la igualdad, a la no discriminación, a la 
pensión, a la libertad de contratación, entre otros como el de principio de irrenunciabilidad 
de derechos laborales. 
 
Al respecto debemos indicar que el derecho de igualdad se refiere a que todas las personas 
deben ser tratadas en igualdad por parte del Estado y personas. Asimismo, podemos señalar 
que la igualdad se materializa en tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales. 
 
Por otro lado, el derecho a la libertad de contratación se sustenta en la facultad que tiene 
toda persona de poder realizar contratos o adquirir compromisos de forma voluntaria. 
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Asimismo, el derecho a las prestaciones pensionarias, el Tribunal Constitucional ha señalado 
que es un derecho que va de la mano con el derecho a la vida digna que tiene toda persona. 
 
Ahora bien, en relación al presente caso, se observa que el demandante solicitó ante las 
demandadas su desafiliación al SPP, al considerar que no cumpliría con los requisitos para 
lograr la cobertura pensionario, los mismos que no le fueron explicados al momento de su 
afiliación conforme lo expuso en su recurso de apelación ante la autoridad administrativa. 
 
Y en cuanto al pronunciamiento del tribunal constitucional vemos que este hace referencia 
a la aplicación de jurisprudencia sobre la posibilidad de retorno parcial del SPP al SNP y 
entendemos a la Jurisprudencia como indica Rodríguez Santander citado por Samuel B. 
Abad Yupanqui en El Proceso Constitucional de Amparo: “….La jurisprudencia constitucional 
alude a una repetición de criterios normativos(pronunciamientos de los tribunales) 
contenidos en sus sentencias y que debe ser observado por todos los jueces y tribunales 
indistintamente.” 
 
Entonces nos encontramos ante un caso similar que ya ha sido materia de acción de amparo 
en cuanto al presente caso y el tribunal como máximo intérprete y guardián de la constitución 
y de la ley no pudo haberse apartado, amparando al accionante tratándose de un derecho 
fundamental y vital de la persona además que efectivamente encontró una lesión de derecho 
fundamental referida directamente con la información distorsionada e insuficiente 
información por parte de las AFPs con tal de captar clientes con fines netamente 
comerciales. 
 
Finalmente y establecido que el derecho a la pensión es un derecho constitucionalmente 
reconocido, su vulneración afectaría el derecho a la vida digna de toda persona, es de una 
gran importancia que las condiciones que se puedan ofrecer en uno u otro Sistema de 
Pensiones sean debidamente informadas al ciudadano que opte por adoptar uno u otro 
sistema, hecho que no se habría producido en el caso en concreto, por tanto, considero 
acertada lo expuesto y decidido por el Tribunal Constitucional, esto es declarar fundada la 






1. Conclusiones del expediente Civil: 
 
1.1. Considero que en la presente demanda de obligación de dar suma de dinero si existe un 
título ejecutivo que además la norma taxativamente lo evidencia, es decir ,el testimonio 
de escritura pública , la obligación contenida en esta contiene una obligación cierta, 
expresa y exigible además liquidable mediante operación aritmética. 
 
1.2. Expreso mi conformidad el pronunciamiento de primera instancia tanto en el mandato 
ejecutivo como en la sentencia por cuanto el juez analizó y fundamento sus 
pronunciamientos en la norma sustantiva además determino cada presupuesto de 
procedibilidad y logro determinar la procedencia de la suma puesta a cobro. 
 
1.3. Según la doctrina y jurisprudencia establecida se ha logrado determinar que la 
obligación contenida en el título ejecutivo- el testimonio de escritura pública- es cierta, 
expresa y exigible además de tratarse en este caso de una obligación de dar suma de 
dinero es liquidable mediante una simple operación aritmética el cual el juez evidencia 
procedente ya que este puedo determinarla eficientemente. 
 
1.4. Considero que fue un error abismal en el que incurrió la sala superior, por cuanto no se 
pronunció por lo invocado por el apelante, tal como lo establece la norma sustantiva que 
se debe limitar a lo manifestado por el apelante o pronunciarse sobre lo conocido, 
vulnerando la tutela jurisdiccional efectiva, el cual es un derecho constitucional lo cual 
también pudo ser llevado a casación de ser el caso. 
 
1.5. Las calificaciones de los jueces es limitado a la actuación de las partes, cuando en 
realidad el juez está en la obligación y facultado para calificar el título ejecutivo de oficio, 
y en base a ello emitir mandato ejecutivo y sentencia observando la norma material y 
sustancial. 
2. Conclusiones del expediente constitucional: 
 
2.1. El derecho a la pensión es un derecho fundamental que tiene como fundamento y guarda 
estrecha relación conforme se ha señalado en variada doctrina y jurisprudencia el derecho a la 
vida digna que tiene todo ser humano. 
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2.2. En cuanto al artículo 11° de la Constitución en el que se consagra el derecho al libre acceso a 
la pensión, se tiene que es constitucionalmente razonable el retorno parcial al SNP siempre y 
cuando se encuentre bajo los parámetros de la ley prescrita. 
2.3. Si bien, mediante el proceso de amparo no se puede pretender la desafiliación automática a 
una AFP, atendiendo al derecho reclamado , para el presente caso el de pensión, más si se 
puede ordenar el inicio del procedimiento administrativo de desafiliación mediante vía de 






1. Recomendaciones del expediente civil: 
 
1.1. Los juzgados de primera instancia deben guardar una armonía en cuanto a sus 
resoluciones, fundamentando estas con una interpretación extensiva de la norma y los 
principios que rigen el código civil con la finalidad de que no se afecten derechos de los 
justiciables respondiendo a la naturaleza de la pretensión sin entorpecer la naturaleza de 
cada proceso civil. 
1.2. Se debe tener en claro que la obligación contenida en el titulo ejecutivodebe contar con 
certeza, expresividad ,exigibilidad y la liquidez ya que no solo basta que la norma mencione 
los títulos ejecutivos sino revisar que la obligación dentro de este título posea estos 
presupuestos los cuales son fundamentales para que proceda la ejecución. 
1.3. Es importante hacer un correcto análisis del título antes de demandar en la vía que se cree 
conveniente, no solo limitándonos a observar si el título que poseemos está contenido en la 
norma sino revisar si la obligación contenida en el titulo tiene los presupuestos para obtener 
calidad de título ejecutivo ya que esta puede acarrear futuras improcedencias y gastos en 
cuanto dure el proceso como paso en el presente caso creando además carga procesal e 
incertidumbre a la parte ejecutante cuando en realidad existe otro proceso mediante la cual 
obtendría una sentencia favorable. 
1.4. Tener bien en claro las obligaciones contenidas en los títulos ejecutivos y estar convencido 
objetiva y sustancialmente que tiene mérito de título ejecutivo para poder hacerlo prevalecer 




2. Recomendaciones del expediente constitucional: 
 
2.1. Las AFPs deben de capacitar adecuadamente a sus trabajadores, a fin de poder brindar la 
información correcta, completa y oportuna de las ventajas y desventajas que estas entidades 
brindas a sus afiliados o personas que desean afiliarse. 
2.2. El Estado, representado por la SBS, como ente regulador de estas entidades, AFP, debe de 
establecer mecanismos más eficientes y reguladores mediante los cuales puede verificar que 
tanto los documentos informativos como el personal que ofrece la inscripción a estas entidades, 
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brindan la información completa, estableciendo ventajas y desventajas de las AFP, 
considerando que se trata de un derecho fundamental y vital ya que determinara la 
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